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En Colombia dadas las diferentes situaciones que se generan por el conflicto armado, mucha de la 
población se  ha  visto  vulnerada  en  el  ejercicio de  su  ciudadanía,  por  esta  razón  el  desplazamiento 
forzado en Colombia ha tenido una visión desde lo constitucional hasta la formulación de políticas que 
garanticen que esta población que ha sido víctima de la violencia y que se ha visto forzada a migrar 
vuelva a gozar de todos sus derechos y ejerza plenamente su ciudadanía. Es aquí donde la jurisprudencia 
inicialmente se encarga de obligar a las diferentes instituciones del Estado a atender a dicha población 
para posteriormente servir como herramientas para la innovación social y el desarrollo institucional que 
la acompaña en la formulación de políticas públicas enfocadas en esta población. 
 
Palabras claves: Desplazamiento Forzado, Goce Efectivo de Derechos, Innovación Social, Desarrollo 
Institucional. 
 
JEL: O15, H50, H53 y I38 
 





Giving the different situations that are generated by armed conflict in Colombia, much people have 
been violated their rights in the exercise of their citizenship, for this reason, the forced displacement in 
Colombia has had a vision from the Constitutional to the policies formulation that ensure that this 
population has been forced to migrate, can enjoy all their rights again and to exercise their citizenship. 
This  is  where  the  law  initially  is  responsible  to  bind  the  different  State  institutions  to  serve  this 
population to later serve as tools for social innovation and institutional development in the public 
policies formulation focused in this population. 
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El desplazamiento forzado es una problemática que afecta a alrededor de 3.5 millones de personas 
(ver Anexo 2) en el país, que al tener que salir de su lugar de residencia con el fin último de sobre 
guardar su vida, integridad, seguridad o libertad personal o la de alguno de los miembros de su núcleo 
familiar, han visto vulnerados sus derechos. 
 
Esta problemática ha generado una respuesta estatal que, en  su primera etapa, fue producto 
de una exigencia jurisprudencial de la Corte Constitucional quien, por medio de la Sentencia T-025 de 
2004, declaró un estado de cosas inconstitucional, con lo que permitió hacer visible la necesidad de 
adelantar acciones concretas a favor de la población desplazada. En la segunda etapa de las acciones 
estatales se inició todo un proceso de innovación social, el cual produjo  una mejora gradual en la 
efectividad y cobertura de la atención integral que se brindada a esta población, acompañado de un 
evidente desarrollo institucional. Sin embargo, las mejoras en las acciones estatales en la búsqueda del 
goce efectivo de derechos de la población desplazada, al ser respuesta a un requerimiento jurídico, no 
permiten evidenciar las verdaderas magnitudes de la vulneración de derechos, que en muchos casos 
trascienden los efectos de la violencia armada en la sociedad Colombiana. 
 
En  este  ensayo  se  pretende  evidenciar  que  el  desarrollo  institucional  producido  por  los 
requerimientos jurisprudenciales de la Corte Constitucional, y la contribución de la innovación social 
en  el  desarrollo  institucional,  permiten  que  la  población  desplazada  que  ha  visto  vulnerados  sus 
derechos a causa de la violencia pueda gozar efectivamente de los mismos, superando así las barreras 
institucionales y sociales que no permitían dar una respuesta oportuna y eficiente a esta problemática, 
ni  que  la  población  desplazada  pudiera  recuperar  al  menos  las  condiciones  de  vida  que  tenía 
inicialmente.  Para esos efectos, en la siguiente sección se establece el estatus de la innovación social.  
Posteriormente  se  realiza  una  descripción  del  marco  histórico  y  jurisprudencial  que  define  las 
características propias del tratamiento a la problemática del desplazamiento. Luego, en la siguiente 
sección, se realiza un análisis sobre el desarrollo de la innovación social, y la evolución institucional 
que se generó al interior del gobierno, las cuales redefinieron las políticas convirtiendo su eje central 
en el goce efectivo de derechos de la población desplazada. Posteriormente, se mostrarán algunos 




La  innovación  no  solo  comprende  aspectos  de  orden  tecnológico  ni  de  innovación  de 
procesos empleados para la producción, como la que es corrientemente abordada por la literatura 
económica  (Fagerberg  &  Solow,  fecha).  Existen  también  aspectos  en  los  que  se  presentan 
innovaciones ya sea de procesos o  procedimiento, como lo son los aspectos sociales, los cuales 
necesitan de periodos de tiempo más largos para evidenciar un desarrollo, además, es en los procesos 
de innovación a nivel social se muestran como resultado de un proceso de transformación en el 
comportamiento  de  los  individuos  que  la  conforman,  y  como  en  este  caso,  de  un  proceso  de 
transformación  en  las  instituciones  estatales  que  se  encargan  de  atender  a  las  víctimas  del 
desplazamiento forzado. 
 
La innovación en estas instituciones se presenta en la forma en la que brindan sus servicios, 
en donde se presenta un proceso de reformulación de las políticas que ejecutan para acoplarse y dar 
respuesta de forma más eficiente a las necesidades que presenta esta población, y es este proceso 
continuo de cambio lo que se traduce en innovación social. 
 
 INNOVACIONES SOCIALES Y DESARROLLO INSTITUCIONAL  





A lo largo de la evolución de la Atención a la Población desplazada, se ha presentado un 
desarrollo en la forma en la que el Estado interviene para restituir los derechos de esta población. Es 
este proceso de cambio continuo el que correspondería directamente con lo que Martín Hopenhayn 
define como innovación social: 
 
(…) una acción endógena o intervención exógena de desarrollo social, a través de un cambio 
original/novedoso, en la prestación de un servicio o en la producción de un bien, que logra resultados 
positivos frente a una o más situaciones de pobreza, marginalidad, discriminación exclusión o riesgo 
social, y que tiene potencial de ser replicable o reproducible (2005, p. 1). 
 
En este sentido, el desarrollo de política pública para la atención integral a las víctimas del 
desplazamiento se encuentra enmarcada en la mejora continua en la prestación de un servicio que 
además busca lograr una reducción en los niveles de pobreza extrema y de vulnerabilidad acentuada 
de esta población, a fin de lograr su inclusión, y participación en la sociedad,  para que de esta manera 
se logre avanzar en aspectos importantes para el desarrollo social del país en general. 
 
La evolución de programas en el campo educativo, nutricional, de generación de ingresos, 
ayuda humanitaria de emergencia y post emergencia, entre otros, y estrategias como la Red juntos para 
la superación de la pobreza extrema, encaminan un proceso de innovación en el campo social, que 
concentran los esfuerzos estatales para lograr que junto con un cambio en el pensamiento de la 
sociedad, se puedan superar las trampas de pobreza y esta población pueda encontrar oportunidades 
para lograr un auto-sostenimiento que permita su re-inserción social. 
 
Un aspecto importante a resaltar en el campo social, es la búsqueda de la participación de la 
población desplazada, ya que como plantea Hopenhayn  
 
Probablemente se ha dado más la innovación social (en que aquí colocamos como parte 
intrínseca  la  participación,  consulta,  co-gestión  de  los  eventuales  beneficiarios  o 
población  objetivo)  en  programas  que  rompen  el  criterio  de  sectorialidad  en  la 
intervención  social.  Sea  en  programas  de  emergencia  e  inversión  social  (Fondos 
Sociales), sea en programas más caracterizados por territorio que por sector (en el nivel 
de municipios y de ONGs), sea en políticas definidas como transversales (de género, de 
etnicidad, de juventud) (2005, p. 5). 
 
De esto se deriva los 4 ejes trasversales del marco de política, comenzando con el enfoque 
diferencial  (atención  privilegiada  a  mujeres,  menores,  población  indígena,  población  afro 
descendiente,  y  población  en  situación  de  discapacidad),  continuando  con  los  sistemas  de 
información  y  capacidad  institucional,  la  participación,  y  finalizando  con  la  articulación  con  el 
territorio. Estos esfuerzos, son los que permiten la presencia de una auto-gestión que se traduce en la 
innovación social que es generada por el Estado para la búsqueda de beneficio para la población más 
vulnerable. 
 
Marco histórico y jurisprudencial 
 
Aunque se cree que el desplazamiento forzado ha surgido en un periodo histórico reciente, 
esta  problemática  ha  estado  presente  en  nuestra  historia  desde  mucho  antes  que  comenzara  a 
desarrollarse algún tipo de legislación al respecto. Sin embargo, con el surgimiento de grupos armados 
ilegales,  cuyos  medios  de  financiación  incluían  dinero  del  narcotráfico  y  la  extorsión,  el 
desplazamiento alcanzó nuevas magnitudes, lo cual permitió evidenciar esta problemática y generó un 
proceso legislativo que desencadenó en un desarrollo en la manera en que era observado y atendido 
















Una de las particularidades del desplazamiento forzado en Colombia, en relación con otros 
países que también sufren este flagelo, es que el desplazamiento forzado  interno responde a un 
conflicto armado multipolar que varía de acuerdo a las diversas regiones geográficas;  las víctimas de 
este  fenómeno  pertenecen a  diversas  etnias,  religiones,  estratos  económicos,  lo  cual  convierte  al 
desplazamiento forzado colombiano en una problemática compleja y variada que dificulta su análisis y 
en mayor medida su atención. 
 
La particularidad de esta problemática ha dificultado la presencia de innovación social, en la 
medida  en  que  esta  “Invisibilidad  Social”  con  la  que  se  trata  al  desplazamiento  forzado  no  ha 
permitido el desarrollo de una conciencia social que contenga las herramientas que permitan tratar de 
una manera adecuada tanto las causas como las consecuencias que genera y deja el desplazamiento 
forzado.  
 
Sin embargo, se han presentado avances en el cambio de pensamiento de la sociedad en 
general, frente a la problemática que afecta a muchos hogares en todo el país. El mayor avance se ha 
presentado en lo referente a la atención a esta población, en la búsqueda de la restitución de los 
derechos que les fueron vulnerados y en el constante compromiso de reparar a estas víctimas por los 
crímenes que sufrieron. 
 
Ley 387 de 1997 
 
Fue en 1997 que se inició un esfuerzo institucional en la búsqueda de la visibilización de la 
problemática del desplazamiento forzado y en la búsqueda de una definición en la atención particular 
que debía brindarse a esta población. 
 
En  este  sentido,  la  ley  387  inicio  el  proceso  de  innovación  social,  que  en  este  primer 
momento fue generado sin contar aun con una correspondencia por parte de la sociedad en general 
para lograr un cambio cultural y de conciencia que permitiera convertir el desplazamiento forzado en 
un  foco  de  atención  de  las  políticas  públicas,  para  así  dejar  de  ser  un  hecho  de  tendencia  casi 
permanente en la historia colombiana como si se tratara de un fenómeno parte de la cotidianidad. 
 
Un primer aspecto importante que incluye la ley es la búsqueda de una definición de la 
situación de desplazamiento, ya que, hasta ese entonces, el concepto de desplazamiento era difuso, lo 
cual  daba  lugar  a    que  pudieran  generarse  varias  interpretaciones  diferentes  sobre  una  misma 
problemática,  distorsionando  las  magnitudes  reales  del  fenómeno  e    impidiendo  alcanzar  la 
importancia que merecía. 
 
Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional 
abandonando su  localidad de  residencia  o  actividades  económicas habituales, porque  su  vida, su 
integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente 
amenazadas,  con  ocasión  de  cualquiera  de  las  siguientes  situaciones:  Conflicto  armado  interno, 
disturbios  y  tensiones  interiores,  violencia  generalizada,  violaciones  masivas  de  los  Derechos 
Humanos, infracciones al Derecho Internacional Humanitario u otras circunstancias emanadas de las 
situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público (Ley 387 de 1997. 
Articulo 1º.)  
 
Esto implica una transformación en la forma en la que había sido visto el fenómeno del 
desplazamiento  hasta  entonces,  ya  que  se  percibía  como    algo  marginal  y  sin  importancia;  esto 
acompañado de una fuerte discriminación tanto social como institucional hacia la persona desplazada, 
quien veía impotente como quien debía ser garante de sus derechos se convertía en otra fuente mas 
de vulneración. INNOVACIONES SOCIALES Y DESARROLLO INSTITUCIONAL  





Esta transformación fue establecida por medio de 9 principios que enmarcan la Ley y buscan 
principalmente  re-humanizar  a  las  personas  desplazadas  para  que  fueran  observadas  como 
colombianos víctimas de un flagelo que trunca su forma de subsistencia y  que por ende necesitan y 
merecen toda la ayuda que se les pueda brindar a fin de restituirles los derechos que les fueron 
vulnerados. Estos 9 principios que orientan la Ley, son los siguientes: 
 
1.  Los desplazados forzados tienen derecho a solicitar y recibir ayuda internacional y ello genera 
un derecho correlativo de la comunidad internacional para brindar la ayuda humanitaria.  
2.  El  desplazado  forzado  gozará  de  los  derechos  civiles  fundamentales  reconocidos 
internacionalmente.  
3.  El  desplazado  y/o  desplazados  forzados  tienen  derecho  a  no  ser  discriminados  por  su 
condición social de desplazados, motivo de raza, religión, opinión pública, lugar de origen o 
incapacidad física.  
4.  La  familia  del  desplazado  forzado  deberá  beneficiarse  del  derecho  fundamental  de 
reunificación familiar.  
5.  El desplazado forzado tiene derecho a acceder a soluciones definitivas a su situación.  
6.  El desplazado forzado tiene derecho al regreso a su lugar de origen.  
7.  Los colombianos tienen derecho a no ser desplazados forzadamente.  
8.  El desplazado y/o los desplazados forzados tienen el derecho a que su libertad de movimiento 
no sea sujeta a más restricciones que las previstas en la ley.  
9.  Es  deber  del  Estado  propiciar  las  condiciones  que  faciliten  la  convivencia  entre  los 
colombianos, la equidad y la justicia social. 
 
En términos de Hopenhayn (fecha), la Ley 387 de 1997 comenzó un proceso de intervención 
exógena (en la medida en que se hace por exigencia legal y no por evolución sociocultural), para la 
búsqueda  de  mejoras  en  la  prestación  de  diversos  servicios  que  permitan  restituir  los  derechos 
vulnerados y permitan lograr la superación de la marginación y vulnerabilidad extremas que son 
causadas por el desplazamiento forzado. 
 
Los 9 principios se enfocan hacia ese cambio en torno a la humanización de las víctimas del 
desplazamiento; y en términos generales buscaban lograr una transformación en la cotidianidad de la 
sociedad a fin de que el desplazamiento forzado no fuera percibido como un hecho común que no 
poseía implicaciones relevantes en el desarrollo del país. 
 
Además de buscar el cambio en la conciencia social, la Ley también contiene en su gran 
mayoría artículos que buscan establecer las responsabilidades del Estado frente a la atención a esta 
población, así como también asegurar que se encaminarán esfuerzos tanto a reducir o prevenir sus 
causas, como a disminuir los efectos mismos sobre la población. 
 
Para este fin, la Ley establece la responsabilidad del Estado colombiano para formular las 
políticas y adoptar las medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección 
y consolidación y estabilización socio-económica de los desplazados internos por la violencia. Y en 
consecuencia  crea  dos  instituciones  cuya  única  función  en  última  instancia  es  la  de  ejercer  esta 























La Primera institución es el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada 
(SNAIPD),  la  cual  consiste  en  la  articulación  de  un  grupo  de  instituciones  Estatales,  de  orden 
nacional o territorial, que ejecutan política pública basándose en 4 objetivos generales, los cuales son: 
 
1.  Atender de manera integral a la población desplazada por la violencia para que, en el marco del 
retorno voluntario o el reasentamiento, logre su reincorporación a la sociedad colombiana.  
2.  Neutralizar y mitigar los efectos de los procesos y dinámicas de violencia que provocan el 
desplazamiento, mediante el fortalecimiento del desarrollo integral y sostenible de las zonas 
expulsoras y receptoras, y la promoción y protección de los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario.  
3.  Integrar  los  esfuerzos  públicos  y  privados  para  la  adecuada  prevención  y  atención  de  las 
situaciones de desplazamiento forzado por la violencia.  
4.  Garantizar  un  manejo  oportuno  y  eficiente  de  todos  los  recursos  humanos,  técnicos, 
administrativos y económicos que sean indispensables para la prevención y atención de las 
situaciones que se presenten por causa del desplazamiento forzado por la violencia. 
 
Como se observa, estos objetivos buscan transformar la atención brindada por el Estado, a 
fin de incluir a la población desplazada en la ejecución de política. Además, nuevamente se contempla 
como en este primer momento la innovación social, esta vez vista desde la perspectiva de brindar 
servicios, comienza a gestarse por exigencias legales y no por un desarrollo evolutivo natural en la 
sociedad. Sin embargo, es importante resaltar los grandes esfuerzos incluidos en esta Ley. 
 
La segunda institución creada es el Consejo Nacional de Atención Integral a la Población 
Desplazada  (CNAIPD),  cuya  función  es  la  de  formular  la  política  y  garantizar  la  asignación 
presupuestal  de  los  programas  que  las  entidades  responsables  del  funcionamiento  del  Sistema 
Nacional de atención integral a la población desplazada por la violencia. Aspecto que se encamina al 
tratamiento de la compleja problemática del desplazamiento por medio de instituciones especificas 
para esto. 
 
  Es importante resaltar que aunque estas instituciones se orientan principalmente al orden nacional, la Ley 
también incluye a los entes territoriales y forma los comités municipales, distritales y departamentales para 
la atención integral a la población desplazada, cuya función es la de prevenir el desplazamiento forzado, y 
llevar la política pública de atención integral al territorio. 
  Sentencia T-025 de 2004 
 
Aunque existe mucha más jurisprudencia sobre el desplazamiento forzado entre 1997 y 2004, 
en términos de innovación social, el otro gran aporte hacia la transformación del pensamiento tanto 
de la sociedad en general como de la institucionalidad existente se centra en la Sentencia T-025 de 
2004. 
Aunque ya existía una legislación al respecto del desplazamiento forzado, como la Ley 387 de 
1997, el decreto 2569 de 2000, entre otras, todavía no se había logrado que lo plasmado en esta 
jurisprudencia fuera convertido en hechos reales que se tradujeran en la restitución de derechos de la 
población desplazada. Por esta razón, alrededor de 1500 hogares desplazados encaminaron “Acciones 
de tutela” ya que consideraban que les estaban siendo vulnerados sus derechos por motivos diversos, 
en donde el más común era falta de respuesta estatal. 
 
Por esta razón, la Honorable Corte Constitucional en esta Sentencia declaró el “Estado de 
Cosas Inconstitucional” en donde resaltó diferentes falencias en lo correspondiente a presupuesto, 
capacidad institucional y articulación territorial destinados para la atención integral a la población 
desplazada. Y desde ese momento se transformó profundamente la política pública en materia del 
desplazamiento forzado. INNOVACIONES SOCIALES Y DESARROLLO INSTITUCIONAL  





La Corte Constitucional consideró que se estaban vulnerando los derechos sociales de la 
población en situación de desplazamiento, y el Estado no había actuado de forma eficiente para 
brindar la atención y ayuda humanitaria necesarias para la superación de las vulnerabilidades que 
genera el desplazamiento forzado. 
 
Como consecuencia de la declaración del Estado de Cosas Inconstitucional, se obligó al 
Estado  a  replantear  las  políticas  que  hasta  esa  fecha  se  estaban  implementando;  además, 
posteriormente se formularon Autos de Seguimiento a la Sentencia en donde se buscaba atender 
falencias  institucionales  para  la  atención  especial  para  ciertos  grupos  poblacionales  que  aunque 
merecen atención privilegiada por ser víctimas del desplazamiento, también deben recibir atención 
priorizada  dada  su  situación.  Estos  grupos  poblacionales  responden  a  los  grupos  de  especial 
protección constitucional, lo cuales son: (i) hogares cuyo jefe de hogar sea mujer, (ii) menores de 
edad, (iii) comunidades Indígenas, (iv) comunidades afro descendientes, y (v) personas en situación de 
desplazamiento. 
 
Para cada uno de estos grupos poblacionales, en los “Autos de seguimiento” de realizaron 
especificaciones y, lo que es más importante, exigencias sobre la atención y formulación de política 
para cada uno de ellos. Además, también se generaron Autos de seguimiento correspondientes al 
tratamiento de otro tipo de problemáticas que también afectan la atención a la población desplazada, 
como es el caso de los problemas de Registro y Caracterización de la Población Desplazada, como 
también  la  carencia  de  un  sistema  nacional  de  información  que  pueda  establecer  realmente  las 
necesidades y capacidades de esta población. 
 
La generación de estos “Autos” permitió que la transformación del Estado para responder a 
las verdaderas necesidades de la población víctima del desplazamiento, fuera notoria y en un periodo 
de tiempo corto en comparación con el inicio del proceso legislativo (1997). La obligación que la 
rama  ejecutiva  tenía  frente  a  la  Corte  Constitucional  para  la  superación  del  estado  de  cosas 
inconstitucional  generó que se desarrollara toda una capacidad institucional que ha generado una 
nueva concepción sobre el desplazamiento forzado, en donde el enfoque principal es el goce efectivo 
de derechos de la población afectada por el conflicto armado. 
 
Desarrollo institucional e innovación social 
 
Fue hasta la visibilización de las falencias en materia de atención a la población desplazada 
por parte de la Corte Constitucional que se realizó una transformación general del Estado para dar 
solución a estas falencias. Es en este proceso en donde se han generado diversas innovaciones y 
desarrollos que han contribuido a cambiar la forma en la que se trataba esta problemática, y se ha 
construido  toda  una  institucionalización  enfocada  a  la  atención  de  la  población  más  vulnerable, 
contribuyendo  incluso  al  desarrollo  de  estrategias  y  políticas  encaminadas  a  atacar  otra  gran 
problemática del país, como es el caso de la pobreza extrema. 
 
Atención integral: evolución del enfoque de política 
 
Desde el origen de la atención a la población desplazada (Ley 387 de 1997), se establecieron 
marcos de política que enmarcaban el accionar estatal en esta materia. El primero de ellos contenía 
tres  grandes  componentes  que  buscaban  la  superación  de  las  vulnerabilidades  generadas  por  el 























1.  Prevención y Protección: Este componente busca contribuir a que el desplazamiento 
forzado  se  convierta  en  una  situación  que  fue  generada  en  el  pasado,  por  medio  de 
políticas y acciones encaminadas a determinar las zonas y situaciones de mayor riesgo de 
victimización con el fin de impedir que se siga presentado esta situación.  
 
En  este  aspecto  se  ha  generado  un  aumento,  gradual  en  un  principio,  y  exponencial 
actualmente, en la participación y responsabilidad de los entes territoriales en este sentido. Se ha 
generado  una  transformación  en  la  manera  en  la  que  participan  los  entes  territoriales  de  este 
componente, inicialmente, este componente se encontraba a cargo de entes de orden nacional, pero 
actualmente es desde el territorio en donde se desarrollan y ejecutan las acciones encaminadas a la 
prevención del desplazamiento forzado. 
 
2.  Atención  Humanitaria:  Este  componente  está  enfocado  a  dar  solución  inmediata  e 
inicial a los problemas de subsistencia mínima de la población desplazada; se encuentra 
dividido en dos tipos de ayuda, (i) atención humanitaria inmediata, la cual es brindada por 
los entes territoriales en el momento de llegada al municipio, y (ii) Atención Humanitaria 
de emergencia, encaminada a brindar beneficios temporales mientras el hogar logra generar 
de forma auto sostenida los ingresos necesarios para su subsistencia. 
3.  Estabilización socioeconómica: Este componente tiene como objetivo garantizar que 
esta  población  pueda  generar  ingresos  autónomos,  y  así  superar  las  vulnerabilidades 
generadas como consecuencia del desplazamiento forzado. 
 
Estos tres componentes sufrieron también una transformación como respuesta al cambio 
sobre la visión del desplazamiento forzado y el desarrollo en la conciencia social con respecto al 
tratamiento  de  esta  problemática.  Al  entender  que  la  población  en  situación  de  desplazamiento 
forzado  fue  víctima  del  conflicto  armado,  se  desarrolla  un  nuevo  componente  de  política  que 
complementa a los tres que ya existían. 
 
La verdad, la justicia, y la reparación, enmarcadas en la compensación por los delitos que 
sufrieron las víctimas del desplazamiento, comienzan a formar parte de los esfuerzos institucionales 
para avanzar en el tratamiento del desplazamiento forzado. A diferencia del modelo de atención 
anterior, este surge por iniciativa del Gobierno nacional, lo cual evidencia el proceso de innovación 
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*Fuente: Acción Social 
 
En  donde  el  componente  de  atención  humanitaria  y  estabilización  socioeconómica 
comienzan a hacer parte del componente de Atención Integral 
 
Este nuevo modelo de atención tiene como eje central el goce efectivo de derechos, en 
donde se cuenta con 4 ejes transversales que resumen las exigencias jurisprudenciales: (i) el enfoque 
diferencial, (atención priorizada para mujeres, menores, indígenas, afro descendientes y personas en 
situación  de  discapacidad);  (ii)  capacidad  institucional  y  sistemas  de  información,  enfocado  a  la 
articulación de la información sobre las personas en condición de desplazamiento para garantizar la 
atención integral de sus necesidades; (iii) participación, enfocada a que la población desplazada pueda 
contribuir al desarrollo de las políticas que los afectan; y (iv) articulación territorial, la cual enfoca la 
política para garantizar que esta llegue a la población más vulnerable que realmente la requiere. 
 
Como se evidencia en el diagrama, la atención a la población desplazada ha sufrido de una 
fuerte y acelerada evolución, que ha contribuido en una mejora en la respuesta estatal, y en una 
inclusión social de esta población a fin de restituir las condiciones de vida que tenían antes del 
desplazamiento, al tiempo que se garantiza el goce efectivo de sus derechos, lo cual corresponde a lo 
que Hopenhayn llama innovación social.  
 
Al tener como centro de diseño y ejecución de política el goce efectivo de derechos de la 
población desplazada, se genera una dinámica evolucionista de la política en cuanto a que esta debe 
adaptarse continuamente a las necesidades que se presenten en la población desplazada; y es esta 
facilidad de adaptación de la política, por medio de la inclusión de la población a nuevos programas 
enfocados  hacia  una  ayuda  estatal  alejada  del  paradigma  asistencial  (en  gran  medida),  la  que  ha 






















Es esta transformación en el enfoque de la política, el resultado de la transformación y  la 
redefinición de las características de la atención a la población desplazada, permitiendo realizarla de 
forma mucho más integral,  garantizando que la población cuente con las herramientas necesarias 
para superar sus vulnerabilidades dejando de lado la visión pasada de brindar ayudas temporales sin 
medir ni su eficacia ni su eficiencia. 
 
Resultados de política pública 
 
Para poder sustentar la ejecución de la política en esta transición de unas fases de atención 
hacia un enfoque de política teniendo aún el rezago de las ayudas asistenciales que eran vistas como la 
única solución en el pasado, se debió realizar un aumento gradual del presupuesto necesario para 
realizar dicha atención. 
 
La  grafica 1 muestra cómo el presupuesto destinado a la atención de la población desplazada 
se ha incrementado exponencialmente desde al año 2003. Este aumento ha permitido ampliar la 
cobertura de atención (en una primera medida), y la generación de nuevas políticas gubernamentales 
que se convierten en nuevos programas o estrategias cuya meta de atención sobrepasa las barreras 
temporales de las ayudas asistenciales; es decir, el presupuesto empleado actualmente para la atención 
a población desplazada, se distribuye entre la Atención Humanitaria de Emergencia y la financiación 
de programas encaminados a brindar las herramientas necesarias para que la población supere las 




*Fuente: Acción Social 
 
Estos nuevos programas se desarrollan como producto de un proceso de cambio continuo 
de las políticas estatales en donde se deja de lado la ayuda asistencial, [aunque la Ayuda Humanitaria, 
tomada como principal ejemplo de esta, surge como producto de los requerimientos internacionales 
en el marco del Derecho Internacional Humanitario (DIH), razón por la cual no puede dejar de 
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brindarse], y centra su dinámica en la generación de programas encaminados a brindar una atención 
de  forma  integral  vinculando  aspectos  que  trascienden  en  el  tiempo  como  es  el  caso  de  un 
acompañamiento familiar cuyo fin último es el de garantizar que esta población goce efectivamente 
de sus derechos. 
 
Pero este cambio a nivel institucional no tendría los efectos necesarios sobre la población si 
no  se  acompaña  de  un  aspecto  muy  importante  en  lo  referente  a  las  innovaciones  sociales:  la 
difusión, ya que es necesario que se transforme la manera en la que es entendida la intervención 
estatal para la restitución de derechos de la población víctima del desplazamiento forzado, dejando de 
lado la concepción existente de ayudas monetarias para dar paso a la visión de Estado como garante 
de oportunidades. Esto requiere una participación activa de la población desplazada sobre el diseño y 
el desarrollo de los mecanismos de aplicación de la política pública que los afecta directamente. 
 
Actualmente  el  gobierno  cuenta  con  programas  como  la  Red    de  Seguridad  Alimentaria 
(RESA), el programa de Infraestructura, las Operaciones Prolongadas de Socorro (OPSR) y la Red 
JUNTOS  (ver  Anexo  3),  los  cuales  brindan  ayuda  a  la  población  desplazada  buscando  el  goce 
efectivo de sus derechos, sin entregar ayudas monetarias, ya que la intervención estatal en este aspecto 
consiste en otorgar ayudas en especie, o como es el caso de la estrategia juntos, la ayuda consiste en 
un acompañamiento familiar encaminado a la superación de un plan familiar que busca superar las 
trampas de pobreza para así garantizar que esta población cuente con las herramientas necesarias para 
la restitución de sus derechos y su estabilidad en el tiempo.  
 
La ayuda humanitaria, la cual consiste en la entrega de ayuda monetaria enfocada a cubrir las 
necesidades en alojamiento, alimentación y vestuarios, se ha convertido en un problema presupuestal 
para el gobierno debido en gran medida a que en el pasado no existían mejores alternativas a esta. Sin 
embargo,  la  ayuda  humanitaria  nace  de  requerimientos  internacionales  en  el  marco  del  Derecho 
Internacional Humanitario (DIH), razón por la cual no puede realizar un cambio sustancial en este 
sentido.  
Además, la ayuda humanitaria se basa en el principio de solidaridad del Estado, el cual no 
cuenta con la suficiente comprensión por parte de la población desplazada, razón por la cual no se ha 
podido avanzar lo suficiente para la superación de la dependencia que los hogares generan sobre esta 
ayuda. Además esto es acompañado por requerimientos jurídicos que amplían el periodo de tiempo 
por el cual el Estado debe brindar este pago. 
 
Sin embargo, a pesar de la recurrencia de la problemática generada por la dependencia creada 
sobre la ayuda monetaria brindada por medio de la atención humanitaria, se generaron desde el 
Gobierno nacional, políticas, programas y estrategias que dejan de lado esta dependencia y se enfocan 
en brindar las herramientas necesarias para la superación de las vulnerabilidades. Un ejemplo claro de 
este argumento se presenta por medio de la Estrategia Juntos, ya que en la estrategia no se entregan 
ayudas de ningún tipo (ya sea monetaria o en especia), si no se brinda un acompañamiento familiar 
que busca articular la demanda manifiesta de necesidades con la oferta institucional existente. 
 
Este cambio en la manera en que es pensada la ayuda Estatal hace parte de la tendencia actual 
de  generación de innovación social, ya que esta se presenta como un replanteamiento de lo ya 
existente  teniendo  en  cuenta  las  lecciones  que  brinda  la  experiencia  y  acoplándose  a  las  nuevas 
necesidades que surgen con el trascurrir del tiempo. 
 
Además de generar el cambio en su pensamiento, las entidades encargadas de atender la 
problemática  generada  por  el  desplazamiento  forzado,  se  encuentran  continuamente  generando 
espacios de participación de la población desplazada, ya que un proceso de innovación social no 


















  Goce efectivo de derechos de la población desplazada – Efectividad de la política 
pública 
 
A partir del señalamiento realizado por la Corte Constitucional, analizado en los autos de 
seguimiento  emitidos  posteriormente,  la  evaluación  de  la  política  de  atención  a  la  población 
desplazada se plantea como uno de los principales retos para el gobierno. En términos generales, la 
Corte Constitucional (Auto 218, 2006) propone a las entidades del Sistema Nacional de Atención 
Integral  a  la  Población  Desplazada  (SNAIPD)  disponer  de  diferentes  series  de  indicadores  de 
resultados que sirvieran como: 
 
(…) instrumentos para medir de manera transparente, confiable y significativa la 
efectividad de la política pública de atención a la población desplazada, en relación 
con dicha política como un todo y con cada uno de sus componentes, basados en 
la necesidad de garantizar el goce efectivo de los derechos fundamentales de las 
personas en estado de desplazamiento  
 
Debido  a  la  exigencia  de  la  Corte  Constitucional,  el  Gobierno  propuso  una  Batería  de 
Indicadores que buscan medir la efectividad de la política en estas tres fases (Diagrama 2). Los cuales 
se agrupan teniendo en cuenta el enfoque de política descrito en el Diagrama 1. De esta manera, se 
evidencia el cambio en la forma en la que es concebida la política en materia del desplazamiento 
forzado, resaltando ahora el papel de las víctimas del desplazamiento, tomando como eje central de la 
formulación y ejecución el goce efectivo de derechos. 
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*Fuente: Acción Social - DNP 
 
El diagrama 2 muestra la agrupación de los diferentes derechos teniendo en cuenta las fases 
de  atención  establecidas  en  la  Ley  387  de  1997.  En  ese  entonces,  tanto  la  participación  de  la 
población, como el goce efectivo de los derechos eran fases que hacían parte del enfoque de política, 
y no se contaba con una política que contemplara aspectos fundamentales como la reparación de las 
víctimas, la restitución de predios y tierras, y el acceso a la justicia. 
 
Posteriormente, esta agrupación se modificó de tal forma que se agregara un nuevo factor 
decisivo para la política pública del desplazamiento forzado, como es el caso del componente de 
Verdad,  Justicia  y  Reparación  (Diagrama  1),  acompañado  de  la  participación  de  la  población 
desplazada vista como un eje trasversal a toda la política pública; es decir, un factor que debe estar 
presente tanto en el diseño, ejecución, y difusión de la política. 
 
Sin embargo, con la transformación del enfoque de política, la batería de indicadores de goce 
efectivo de derechos también sufrió una reestructuración; aunque los indicadores como tal no se 
cambiaron, la política encaminada a garantizar su cumplimiento si se modificó, el diagrama 3 muestra 
la nueva agrupación, la cual incluye el nuevo componente, y la aparición en la política pública del 























Es importante resaltar el cambio que se generó en las políticas restitutivas, ya que en el 
enfoque  anterior,  los  retornos  y  las  reubicaciones  hacían  parte  solo  de  la  fase  de  estabilización 
socioeconómica, y ahora, en el nuevo enfoque de política, estos se encuentran transversales a todo el 
enfoque, la razón principal consiste en que los retornos y las reubicaciones, tomados como fin último 
de las políticas de restitución (ya sea predios, tierras, etc.) deben ser parte fundamental de las acciones 
de la política y deben centralizar los esfuerzos, lo cual va acompañado también con el cambio en el 
pensamiento Gubernamental de dejar de brindar ayuda asistencial a ser garante de situaciones que 
permitan la superación de vulnerabilidades. 
 
Existen otras estrategias encaminadas a la búsqueda continua del acceso de esta población a 
los servicios que garanticen el goce de los derechos vulnerados. Estas políticas, dentro de las cuales se 
encuentran la generación de ingresos, el apoyo a proyectos productivos, o el acceso al sistema de 
seguridad social; permiten a la población desplazada, aunque no recuperen las condiciones en las 
cuales se encontraban antes del desplazamiento, incluyendo las recuperación de la vivienda, etc., re-
insertarse en la sociedad como agentes activos del sistema y permitir la reactivación de sectores 
económicos reprimidos por la violencia como es el caso del sector campesino. 
 
Como desarrollo de los requerimientos de la Corte Constitucional, en cuanto a la generación 
de  indicadores  que  permitan  medir  la  eficacia  de  la  política  de  prevención  y  reparación  de  la 
población desplazada, se desarrollaron tres tipos de indicadores los cuales se basan en tres campos de 
acción de la política. 
 
1.  Indicadores de Goce efectivo de derechos: Son instrumentos de medición diseñados con el 
propósito de valorar, en el hogar, el impacto de la política pública de atención a la PD en 
cuanto a la generación de condiciones para superar esta condición. Su unidad de medida es 
binaria cuyos valores posibles serán „Si‟ cuando la persona o familia reporta el cumplimiento 
del criterio fijado para cada derecho y „No‟ cuando reporte cosa diferente. 
2.  Indicadores  complementarios:  Son  instrumentos  de  medición  que  permiten  valorar  el 
estado de avance general, retroceso o estancamiento del proceso de estabilización con respecto 
al universo de atención correspondiente a cada indicador de Goce efectivo de derechos. La 
unidad de medida es un porcentaje resultante de la división del número de personas o familias 
que  reportan  el  cumplimiento  del  criterio  fijado  para  cada  derecho  sobre  el  universo 
identificado en cada caso. 
3.  Indicadores sectoriales: Son instrumentos de medición que revelan información sobre los 
resultados obtenidos por cada entidad en referencia a las acciones contempladas como parte de 
su  oferta  sectorial.  La  unidad  de  medida  será  variable  (valor  absoluto  o  porcentaje) 
dependiendo del indicador definido para valorar los avances mencionados. 
 
A continuación se muestran los resultados en la medición de algunos de los indicadores de 
Goce  efectivo  de  derechos  los  cuales  miden  la  efectividad  de  la  política  pública  en  materia  de 
desplazamiento forzado. Estos resultados evidencian el avance que ha tenido la política desde el año 
2008,  cuando  fueron  aprobados  por  la  corte  constitucional,  y  como  se  ha  logrado  gestionar 
estrategias, producto de la innovación social y el desarrollo institucional, que permiten generar estos 
avances de forma sostenible. 
 
La información surge de la recolección de información sobre la situación de los hogares en 
situación de desplazamiento incluidos en el Registro Único de Población Desplazada (RUPD) en el 
año 2008 y en el año 2010. 
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El derecho que permite el acceso posterior de los hogares a la oferta institucional para la 
restitución de sus demás derechos vulnerados es el derecho a la identificación. Este consiste en que 
todos los miembros del hogar cuenten con documentos de identidad acordes a su rango de edad; es 
decir, que los menores de 6 años cuenten con un registro civil, que los niños y jóvenes entre los 7 y 
los 17 años cuenten con su tarjeta de identidad, y que las personas mayores de 18 años cuenten con 






*Fuente: Acción Social – Calculos Autor 
 
Actualmente  se  realiza  un  gran  esfuerzo  para  lograr  que  el  porcentaje  de  la  poblacion 
desplazada  correctamente  identificada  llegue  al  100%  de  cumplimiento.  Se  ha  desarrollado 
herramientas  como  sistemas  de  informacion  que  permiten  la  actualizacion  en  tiempo  real  de  la 
informacion que presente la poblacion al momento de ser atendida en cualquiera de los servicios o 
programas ofrecidos por el gobierno nacional. 
 
Es importante evidenciar como se ha logrado un avance en el goce efectivo de este derecho, 
alcanzando una taza de aumento de alrededor del 4% en dos años que, de seguir así, permitiría 
concluir que la meta del 2% aun faltante para el año 2010 se alcanzaría prontamente. 
 
Uno de los derechos que permite la creación de herramientas para la re-insercion productiva 
de estos hogares, y les permita posteriormente generar ingresos autónomos sostenibles en el tiempo 
es  el  derecho  a  la  educacion;  además,  es  la  educación  una  de  las  herrramientas  para  lograr  un 
desarrollo económico en el largo plazo. En este sentido, el acceso al sistema educativo de los menores 
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*Fuente: Acción Social – Calculos Autor 
 
Es importante resaltar el avance alcanzado hasta llegar a un porcentaje de asistencia regular al 
sistema educativo del 86% (Gráfica 3). Sin embargo, aun es necesario iniciar procesos que permitan 
contrarestar factores que influencian la desercion estudiantil, como es el caso del factor monetario, el 
factor locativo (ya que no siempre se cuenta con infraestructura adecuada para este fin), o el factor 
cultural (ya que la deserción estudiantil se presenta en algunos casos de forma voluntaria). 
 
Uno de los derechos mas importantes para la población vulnerable es el derecho a la salud, ya 
que  es  este  el  que  permite  superar  las  limitaciones  causadas  por  enfermedades  y  lograr  una 
recuperación, ya sea física o psicológica, de las lesiones causadas por el conflicto armado en este caso. 
Un primer paso para lograr que las situaciones emanadas de problemas de salud en la población 
desplazada consiste en lograr que esta se encuentre afiliada al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud (SGSSS) en cualquiera de sus regimenes (contributivo, subsidiado, o especial), dejando en el 
pasado la necesidad de la presentación de una carta de acreditación como población desplazada para 
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*Fuente: Acción Social – Calculos Autor 
 
Es por esta razón que se ha logrado un avance significativo en lo referente a la afiliación al 
SGSSS, ya que la afiliación al sistema se realiza de forma rapida, evitando que la población deba 
realizar tramites de acreditación, ya que estos actualmente son realizados de forma interinstitucional 
agilizando este proceso. Aunque aun hace falta un largo proceso por recorrer, el proceso ya inició y 
en un corto periodo de tiempo ha logrado evidenciar avances significativos. 
 
Uno de los temas neurálgicos de la nueva política pública, es lo referente a las condiciones de 
habitabilidad y vivienda con las que cuentan los hogares en situación de desplazamiento. Ya que este 
aspecto  tiene  en  cuenta  la  ubicación  de  la  vivienda  (si  se  encuentra  bajo  riesgo  de  catastrofes 
naturales), los materiales con los que fue construida (paredes, pisos y techo), la seguridad jurídica con 
la que es habitada (si el hogar cuenta con los sustentos legales que acrediten la propiedad sobre el 
predio), y las condiciones de hacinamiento que presente el hogar (que no duerman mas de tres 
personas en un mismo cuarto). 
 
El  primer  aspecto,  referente  a  los  materiales  adecuados,  es  un  tema  en  el  que  se  han 
desarrollado varios programas actuales, los cuales se encaminan a la asignación de subsidios para 
vivienda nueva, cuya construcción es verificada por el gobierno, o la construcción de locaciones 
completas que conformen nuevos barrios para asi garantizar que la población que lo requiera pueda 



































*Fuente: Acción Social – Calculos Autor 
 
En la política de vivienda, se han desarrollado fuertes cambios encaminados a cambiar el 
pensamiento popular de subsidio de vivienda como fuente de ingresos extraordinarios que en la 
mayoría  de  los  casos  eran  empleados  para  destinos  totalmente  diferentes.  El  principal  cambio 
consistió en la realización de los procesos administrativos para el trámite de compra de una vivienda 
de forma interna, permitiendo así lograr una agilidad en los procesos de asignación de subsidios, y 
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*Fuente: Acción Social – Calculos Autor 
 
La  seguridad  jurídica  de  la  tenencia  de  la  propiedad,  es  un  tema  que  se  ha  venido 
desarrollando por medio de la creación de sistemas de información que permitan agilizar y facilitar los 
procesos de legalización de la tenencia de un predio; es decir, instituciones como el INCODER o el 
Ministerio  de Medio  Ambiente  Vivienda  y  Desarrrollo  Territorial  han  desarrollado  procesos  que 
simplifican la legalización del predio incluyendo factores que garanticen la rigurosidad del proceso. 
 
El  último  aspecto  que  evidencia  el  cambio  continuo  en  las  instituciones  estatales  para 
garantizar el goce efectivo de derechos de la población desplazada, consiste en garantizar el acceso a 
los servicios publicos basicos. Dado que en gran medida los eventos de desplazamiento dan como 
resultado la concentración de familias en las zonas marginales de las cabeceras municipales, en donde 
no se contaba con la infraestuctura desarrollada que permitiera la adecuacion de las redes de servicios 



















HOGARES CON SEGURIDAD JURIDICA 
DE LA TENENCIA DEL PREDIO DONDE 






















*Fuente: Acción Social – Calculos Autor 
 
El nuevo enfoque de política, en donde se realiza una atención integral teniendo en cuenta las 
responsabilidades de cada entidad del gobierno, permite que se generen avences significativos en los 
que  a  servicios  públicos  se  refiere.  Este  nuevo  enfoque  ha  desarrollado  nuevas  estrategias  de 
coordinación  entre  el  nivel  nacional  y  el  territorial,  permitiendo  que  una  vez  se  evidencia  las 
necesidades  de  servicios  públicos  (en  este  caso  se  hace  referencia  a  los  servicios  de  acueducto, 
alcantarillado, y energía), las entidades correspodientes realicen tanto las gestiones como las acciones 
pertinentes para garantizar que los hogares accedan a los mismos. 
 
Uno de los aspectos mas importantes para garantizar que los hogares pueden auto-sostenerse 
teniendo una fuente de ingresos adecuada (trabajo formal o independiente, proyectos productivos, 
etc.) es la medición de los niveles de ingresos teniendo en cuenta tanto la línea de indigencia como la 
línea de pobreza. 
 
Aunque actualmente existen una gran gama de programas encaminados a lograr este objetivo, 
unos de los factores que no han permitido lograr un mayor avance en este sentido son los bajos 
niveles  educativos  de  los  miembros  del  hogar  encargados  de  generar  los  ingresos  para  la 















HOGARES CON ACCESO A SERVICIOS 
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*Fuente: Acción Social – Calculos Autor 
 
Aún  así,  se  ha  logrado  generar  avances  en  este  sentido  producto  en  gran  medida  del 
acompañamiento al hogar brindado por las nuevas estrategias gubernamentales y el desarrollo de 
cambios estructurales en las políticas públicas en la búsqueda de la generación de herramientas para la 




En principio, se puede concluir que luego de que se realizó una exigencia jurisprudencial por 
parte de la rama legislativa del poder público se crean las condiciones suficientes para que se inicie un 
proceso de desarrollo institucional que ha venido transformando las condiciones de la población 
desplazada, causando así un efecto de cambio continuo en la sociedad y generando procesos de 
innovación social que han redefinido tanto la forma como es visto, como la forma en la que es 
atendido el problema del desplazamiento forzado. 
 
Estos procesos de innovación social se han visto traducidos en la generación de nuevas 
estrategias y programas gubernamentales, así como también de redefinición de las políticas públicas, 
lo cual ha sido sustentado en un aumento del presupuesto destinado al aumento de la capacidad 
institucional para lograr los grandes objetivos planteados en el marco legal. 
 
Aunque hace falta recorrer una largo camino para lograr la adecuación necesaria del Estado 
para cubrir en totalidad las necesidades que se presentan en la población desplazada, se ha iniciado un 
proceso de innovación el cual ha generado resultados que se evidencian en el seguimiento realizado a 
la  situación  de  la  población  desplazada  en  2008,  lo  cual  permite  evidenciar  en  cierta  medida  la 
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ANEXO I - Glosario 
 
Desplazado:  Es  desplazado  toda  persona  que  se  ha  visto  forzada  a  migrar  dentro  del 
territorio  nacional  abandonando  su  localidad  de  residencia  o  actividades  económicas  habituales, 
porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se 
encuentran  directamente  amenazadas,  con  ocasión  de  cualquiera  de  las  siguientes  situaciones: 
conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas 
de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional Humanitario u otras circunstancias 
emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público 
(Cfr Ley 387 de 1997). 
 
GED (Goce Efectivo de Derechos): Al ser declarada la vulneración de los derechos de la 
población en situación de desplazamiento por medio de la sentencia T-025 de 2004, se procedió a 
evaluar la efectividad de la política pública para lograr que a la población desplazada se le restituyeran 
los derechos vulnerados. En este sentido, el Goce efectivo de derechos es el nivel de restitución de 
los derechos vulnerados a la población desplazada. Y la herramienta empleada para realizar dicha 
evaluación de política, son los Indicadores de Goce Efectivo de Derechos.  
 
RUPD: Es el Registro Único de Población Desplazada. Luego de que una persona, o un 
hogar, son obligados a abandonar su localidad de residencia, esta(os) pueden realizar una declaración 
frente al Ministerio Público con el fin de que sean identificados como población desplazada y así ser 
beneficiarios de la atención diferencial para la restitución de sus derechos. 
 
Ministerio  Público:  Es  un  organismo  público,  generalmente  estatal,  al  que  se  atribuye, 
dentro  de  un  estado  de  Derecho  democrático,  la  representación  de  los  intereses  de  la  sociedad 
mediante el ejercicio de las facultades de dirección de la investigación de los hechos que revisten los 
caracteres de delito, de protección a las víctimas y testigos, y de titularidad y sustento de la acción 
penal pública. El Ministerio Público está conformado por la Fiscalía y la Procuraduría. 
 
SNAIPD  (Sistema  Nacional  De  Atención  a  la  Población  Desplazada):  Es  la 
articulación entre las entidades del Estado para garantizar el goce efectivo de los Derechos de la 
población Desplazada y atenderla de forma integral.  
 
Estado  de  Cosas  Inconstitucional:  Hace  referencia  a  la  vulneración  repetitiva  de  los 
derechos  fundamentales  de  la  población  en  situación  de  desplazamiento  (salud,  educación, 
protección, etc.) como consecuencia de falta de oferta, y articulación Estatal. Fue declarado en la 






























Enfoque de política: Hace referencia a la directriz sobre las políticas públicas; es decir, 
presenta el objetivo general de la atención a la población, así como también los objetivos y fines que 
se esperan de ellas. Para el caso del desplazamiento forzado el enfoque de política consiste en tres 
componentes. 
 
  Prevención y Protección 
  Atención Integral 
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ANEXO 2 – Dinámica del desplazamiento 
 
El desplazamiento forzado ha estado presente en gran parte de la historia de nuestro país, 
pero no fue sino hasta la aparición de la Ley 387 de 1997 y su decreto reglamentario 2569 de 2000, 
que se inició el proceso de realizar un registro único de la población víctima del desplazamiento 
forzado. 
En este sentido se realiza un análisis temporal del desplazamiento teniendo en cuenta dos 
factores: la declaración y la expulsión. Dado que para realizar el proceso de inclusión en el registro 
único de población desplazada es necesario realizar una declaración de lo ocurrido frente al ministerio 
público,  una  primera  fecha  de  análisis  es  la  de  la  realización  de  esta  declaración.  La  otra  fecha 
relevante se obtiene de la información contenida en la declaración. 
 
La siguiente gráfica muestra la tendencia del desplazamiento forzado desde 1950 hasta la 
fecha. La información anterior a 1997 corresponde a las fechas de expulsión de los lugares de origen 
declarados por las víctimas del desplazamiento. Es importante resaltar que la fecha de declaración 
puede ser posterior a la fecha de expulsión. 
 
*Fuente: Acción Social – Registro Unico de Poblacion Desplaazda 
 
Es importante evidenciar como aunque los nuevos desplazamientos presentan una tendencia 
a  disminuir,  el  número  de  hogares  o  personas  desplazadas  (en  total)  continua  en  aumento, 
aumentando las consecuencias humanitarias producidas por el conflicto armado interno. 
 
Actualmente se encuentran incluidas en el registro único de población desplazada un total de 
798.018 Hogares que corresponden a 3.486.305 Personas. 
 
ANEXO 3 – Programas de ayuda no monetaria 
 
RESA: Programa del Gobierno nacional que busca mejorar el acceso a los alimentos de las 
familias en condiciones de vulnerabilidad, especialmente, aquellas que se encuentran en situación de 
pobreza,  mediante  la  producción  de  alimentos  para  el  autoconsumo  y  así  contribuir  con  la 
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La  ayuda  brindada  por  este  programa  consiste  en  insumos  materiales  acompañados  de 
campañas  de  capacitación  que  permiten  a  la  población  vulnerable  producir  alimentos  para  su 
autoconsumo contribuyendo a la generación de proyectos productivos enfocados en los cultivos 
agrícolas. 
 
Infraestructura: Tiene como objetivo generar la creación de oportunidades que posibiliten 
los logros económicos y sociales de los individuos, a través de la construcción de proyectos integrales 
de infraestructura en los municipios que por haber sido afectados por la violencia, la pobreza y la 
presencia de cultivos ilícitos, han sido focalizados por ACCIÓN SOCIAL para su intervención. 
Este objetivo se logra mediante el reemplazo, rehabilitación y construcción de proyectos de 
infraestructura física en zonas deprimidas con alto índice de pobreza, presencia de cultivos ilícitos y 
de grupos armados irregulares, de frontera y otras estrategias implementadas por el gobierno nacional, 
con el fin de mejorar las condiciones socioeconómicas de la población colombiana. 
 
Red  Juntos:  La  Red  de  Protección  Social  para  la  Superación  de  la  Pobreza  Extrema  - 
JUNTOS es la estrategia más importante liderada por el Gobierno Nacional, que une el esfuerzo de 
17 entidades del Estado, Alcaldías y Gobernaciones y está comprometida con lograr que un millón y 
medio de familias colombianas superen la pobreza extrema y el desplazamiento. Así mismo, es el 
mecanismo fundamental para lograr que Colombia pueda alcanzar los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio (ODM). 
 
Estos Objetivos son las metas de desarrollo establecidas por los países en la Cumbre del 
Milenio, realizada por Naciones Unidas con 189 jefes de Estado, en septiembre de 2000. En la 
Declaración  del  milenio,  documento  que  contiene  dichos  objetivos,  la  comunidad  internacional  se 
comprometió a luchar por la erradicación de la pobreza extrema y a generar, en el plano nacional e 
internacional, un entorno propicio para el desarrollo.  
 
El  aspecto  más  importante  en  el  cambio  que  ofrece  esta  estrategia,  consiste  en  el 
acompañamiento familiar que ofrece; es decir, la familia cuenta con un acompañamiento continuo 
por parte de los cogestores sociales, quienes son los encargados de brindar al apoyo y orientación que 
los hogares necesitan para lograr la superación de las trampas de pobreza. La estrategia Juntos busca 
lograr  una  articulación  entre  la  demanda  de  servicios  y  la  oferta  institucional  brindada  por  las 
entidades del SNAIPD. 